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Sobre:  

Principio de Mérito 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández 

Sánchez, el Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de junio de 2022. 

Comparece el Sr. Melvin González Pérez (señor 

González o “el recurrente”) y solicita que revisemos una 

Resolución Enmendada emitida por una Oficial 

Examinadora, notificada el 25 de marzo de 2022.  Mediante 

el referido dictamen, la Autoridad para el 

Financiamiento de la Vivienda (AFV) denegó los remedios 

solicitados por el señor González, en torno a las 

acciones de personal llevadas a cabo por la agencia 

recurrida, las cuales él impugnó, por considerarlas 

contrarias al principio de mérito. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

CONFIRMAMOS la Resolución Enmendada recurrida. 

I. 

 Desde el 2008, el señor González es empleado de la 

AFV, donde comenzó desempeñándose como Gerente de 

Finanzas y Presupuesto.  Sin embargo, mediante la 

Resolución 2011-47, emitida el 20 de julio de 2011, la 
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Junta de Directores de la AFV, autorizó al Director 

Ejecutivo a implantar una nueva estructura 

organizacional.  El 22 de diciembre de 2011, la AFV le 

notificó al señor González que, en virtud de la referida 

reestructuración, su puesto cambiaría al de Supervisor 

de Finanzas y Presupuesto.  Sin embargo, se mantendría 

en la misma escala salarial, llevaría a cabo las mismas 

funciones y conservaría su estatus como empleado de 

carrera. 

 Así las cosas, el 1 de junio de 2012, la AFV le 

notificó al señor González un nuevo Plan de Valorización 

y Retribución.  Insatisfecho, el 30 de mayo de 2013, el 

recurrente presentó una querella ante la AFV, mediante 

la cual adujo varias reclamaciones relacionadas a la 

escala salarial que había sido asignada a su puesto de 

Supervisor de Finanzas y Presupuesto.  Además, reclamó 

la remuneración correspondiente a la escala salarial 11, 

durante el tiempo que llevó a cabo un interinato en el 

puesto número 0403, como Gerente de Planificación y 

Análisis Financiero, durante el periodo que transcurrió 

desde el 19 de marzo hasta el 30 de mayo de 2012. 

 Tras evaluar la querella, la entonces Directora de 

Recursos Humanos y Relaciones Laborales de la AFV le 

informó que únicamente procedía la reclamación por 

concepto de remuneración correspondiente al interinato 

realizado, como Gerente de Planificación y Análisis 

Financiero.  Consecuentemente, la AFV le hizo al señor 

González un pago de $1,980.39, que incluyó el ajuste por 

concepto de dicho interinato, así como un ajuste en el 

bono de Navidad de 2012. 

 Insatisfecho, el 20 de agosto de 2015, el señor 

González presentó una apelación administrativa ante la 
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AFV, mediante la cual expresó que aceptaba el referido 

pago, pero como una remuneración parcial.  Además, 

impugnó la determinación emitida por dicha agencia, 

respecto a su puesto, salario y haberes.   

En específico, mediante la referida apelación, 

cuestionó el resultado de la Reestructuración 

Organizacional del 2011 y de la implantación del Plan de 

Valoración y Retribución para puestos gerenciales que se 

implantó el 1 de enero de 2012, con carácter retroactivo, 

y el impacto que esta tuvo en el puesto que ocupaba como 

Supervisor de Finanzas y Presupuesto.  Además, impugnó 

la negativa a concederle un aumento de sueldo por escala 

salarial, con el puesto 3094 de Supervisor de 

Inversiones y Manejo de Activos, debido a la similitud 

de este con las tareas que antes realizaba en el puesto 

que ocupó como Supervisor de Finanzas y Presupuesto.   

Así también, el recurrente cuestionó que se le 

negara la remuneración correspondiente al interinato del 

puesto 0403 como Gerente de Análisis y Planificación 

Financiera, durante el periodo del 18 de marzo al 30 de 

mayo de 2012.  A pesar de que, como se indicó, el señor 

González llegó a recibir un pago por dicho concepto, 

adujo que este debió calcularse a razón de la escala 11 

del plan de valoración y retribución. 

 Luego de una serie de incidencias procesales que 

transcurrieron durante un periodo de siete (7) años, y 

que incluyeron descubrimiento de prueba y la celebración 

de una vista evidenciaria llevada a cabo los días 7 y 8 

de diciembre de 2020, una Oficial Examinadora emitió la 

Resolución Enmendada recurrida, que fue notificada el 25 
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de marzo de 2022.1  Mediante esta, la agencia recurrida 

declaró No Ha Lugar la Querella instada por el señor 

González.  Así, la AFV denegó las reclamaciones sobre la 

Reestructuración Organizacional del 2011, aumento de 

sueldo por equidad salarial y respecto al diferencial, 

en cuanto a la remuneración correspondiente al 

mencionado interinato llevado a cabo en el 2012.  

 Inconforme, el 25 de abril de 2022, el señor 

González presentó el recurso de revisión judicial de 

epígrafe.  Mediante este, adujo que la AFV incurrió en 

el siguiente error: 

Erró la Autoridad para el Financiamiento de 

la Vivienda al establecer un procedimiento 

adjudicativo al amparo de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU) 

del Gobierno de Puerto Rico en contravención 

a su Reglamento de Personal, el cual le 

privaba de jurisdicción.  La decisión de la 

AFV igualmente infringió el derecho del 

apelante a un debido proceso de ley, en la 

medida en que el adjudicador no fue imparcial 

y abusó de su discreción.  Como resultado de 

este error administrativo, la Resolución 

Enmendada emitida por el Oficial Examinador de 

la AFV es nula, o en la alternativa, ilícita. 

 

 Por su parte, el 2 de junio de 2022, la AFV presentó 

una Oposición a Recurso de Revisión.  Mediante esta, 

rechazó haber cometido el error señalado por el señor 

González.  En su argumentación, la AFV adujo que a las 

determinaciones administrativas les cobija una 

presunción de legalidad y corrección, y que las 

circunstancias del caso de epígrafe no satisfacen la 

normativa jurisprudencial sobre imputación de conducta 

parcializada, atribuible a un oficial examinador.  

Además, sostuvo que la Oficial Examinadora poseía 

jurisdicción para adjudicar la apelación administrativa 

instada por el recurrente. 

 
1 Resolución Enmendada, págs. 134-151 del apéndice del recurso. 
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Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a disponer del recurso de epígrafe. 

II. 

La doctrina de revisión judicial nos encomienda 

“examinar si las decisiones de las agencias 

administrativas fueron hechas dentro de los poderes 

delegados y son compatibles con la política pública que 

las origina”.  Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 

26, 35 (2018); Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 

606, 625-626 (2016).  Al efectuar tal encomienda, 

debemos “otorgar amplia deferencia a las decisiones de 

las agencias administrativas”.  Graciani Rodríguez v. 

Garaje Isla Verde, LLC, 202 DPR 117, 126 (2019).   

La normativa jurisprudencial ha reiterado que 

existe en el derecho puertorriqueño una presunción de 

legalidad y corrección a favor de los procedimientos y 

decisiones realizadas por las agencias 

administrativas.  Rolón Martínez v. Supte. Policía, 

supra.  Lo anterior responde “a la experiencia y pericia 

que se presume tienen dichos organismos para atender y 

resolver los asuntos que le han sido delegados”.  Íd.     

Así, el estado de derecho vigente nos impone 

otorgarle deferencia a la agencia administrativa, 

siempre que la parte que la impugne no demuestre 

evidencia suficiente que rebata la presunción de 

legalidad y corrección.  Graciani Rodríguez v. Garaje 

Isla Verde, LLC, supra, citando a Otero v. Toyota, 163 

DPR 716, 728 (2005) (per curiam).  Por tanto, al realizar 

nuestra función revisora debemos enfocarnos en 

determinar: (1) si el remedio fue el apropiado; (2) si 

las determinaciones de hechos están sostenidas por el 

principio de evidencia sustancial; y (3) si las 
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conclusiones de derecho fueron correctas.  Torres Rivera 

v. Policía de PR, supra, pág. 626-627; Pagán Santiago et 

al. v. ASR, 185 DPR 341, 358 (2012). 

La evidencia sustancial ha sido definida como 

“aquella [evidencia] pertinente que una mente razonable 

pueda aceptar como adecuada para sostener una 

conclusión”. Ramírez v. Depto. de Salud, 147 DPR 901, 

905 (1999).  Así, nuestro Tribunal Supremo ha expresado 

que los tribunales no deben intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo 

si están sostenidas por evidencia sustancial que surja 

del expediente administrativo considerado en su 

totalidad.  Sección 4.5 de la Ley Núm. 38-2017, conocida 

como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico (LPAU), 3 LPRA sec. 9675.  Véase, 

además, Otero v. Toyota, supra, págs. 727-728. 

De este modo, si al realizar nuestra función 

revisora no nos encontramos ante alguna de las 

situaciones previamente mencionadas, tenemos el deber de 

validar la determinación realizada por la agencia 

administrativa.  Torres Rivera v. Policía de PR, supra, 

pág. 628.  Ello, aun cuando exista más de una 

interpretación posible en cuanto a los hechos.  Íd.  

Ahora bien, es preciso recordar que las conclusiones de 

derecho, por el contrario, serán revisables en todos sus 

aspectos.  Véase, sección 4.5 de la LPAU, supra. 

III. 

 Mediante el único señalamiento de error formulado, 

el señor González señaló que la AFV erró al establecer 

un procedimiento adjudicativo al amparo de la LPAUG, en 

contravención a su Reglamento de Personal, el cual le 

privaba de jurisdicción.  El recurrente planteó que la 
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decisión de la AFV igualmente infringió su derecho a un 

debido proceso de ley, en la medida en que el adjudicador 

no fue imparcial y, además, abusó de su discreción.  El 

señor González sostuvo que, como resultado de este error 

administrativo, la Resolución Enmendada recurrida es 

nula o, en la alternativa, ilícita.  Este planteamiento 

carece de méritos.  Veamos. 

 En primer lugar, es necesario destacar que, en 

virtud del recurso de epígrafe, el recurrente cuestionó 

la imparcialidad de la Oficial Examinadora a cargo del 

caso, así como el ejercicio discrecional ejercido por 

esta a la hora de adjudicar su caso.  Sin embargo, 

debemos deferencia al análisis de la prueba y 

adjudicación de credibilidad llevados a cabo por esta al 

formular las determinaciones de hechos, en ausencia de 

que el señor González acredite que esta actuó con 

prejuicio o parcialidad, o que erró en la aplicación del 

derecho.   

Sobre el particular, corresponde reseñar que el 

recurrente no gestionó algún método de reproducción de 

la prueba oral, según lo dispone nuestro Reglamento.  En 

síntesis, nuestro Reglamento dispone que, en recursos de 

revisión judicial, cuando la parte recurrente esboce 

algún error en el que cuestione la apreciación de la 

prueba o reclame que alguna determinación de hechos no 

está sostenida por la prueba, debe informar si 

solicitará la reproducción de la prueba oral, de 

estimarlo necesario.2    

En este caso, es preciso subrayar que, el grueso de 

la prueba que el recurrente presentó y que fue evaluada 

 
2 Regla 66(A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 66(A). 
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por la Oficial Examinadora, constó de su propio 

testimonio oral, así como del de su perito, el Sr. Ramón 

Fuentes.  De modo similar, la prueba presentada por la 

AFV también constó de testimonio oral; en específico de 

la Sra. Michelle Malavet, su actual Directora de 

Recursos Humanos y Relaciones Laborales.  De este modo, 

en consideración al hecho de que el señor González no 

gestionó la reproducción de la prueba oral, no estamos 

en posición de interferir con las determinaciones de 

hechos formuladas por la Oficial Examinadora sobre estos 

u otros asuntos. 

En ese sentido, es necesario destacar que, tras 

evaluar la prueba presentada, la Oficial Examinadora 

determinó, a base de esta, que, si bien la 

Reestructuración Organizacional del 2011 que le fue 

notificada al recurrente mediante una carta no afectó su 

salario ni su estatus como empleado de carrera, tampoco 

alteró en alguna medida las funciones que este 

realizaba.3  La Oficial Examinadora señaló, además, que 

al evaluar un cuestionario que, en un momento dado, el 

señor González completó como empleado de carrera, y que 

se utilizaría como herramienta de análisis y valoración 

de los puestos, identificó discrepancias entre la 

información que este produjo y la que compartió su 

supervisor, el Sr. Luis De Jesús.   

Por ejemplo, la Oficial Examinadora manifestó en el 

dictamen recurrido que el señor González había informado 

que, entre sus responsabilidades, se encontraban 

invertir fondos de operaciones y de programas de la AFV 

en inversiones a corto plazo, para no afectar la liquidez 

 
3 Resolución Enmendada, págs. 134-151, a la pág. 140 del apéndice 

del recurso. 
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de la agencia y retirar fondos para cubrir los subsidios 

de los programas, préstamos de la AFV, emisión de notas, 

entre otros.  Sin embargo, apuntó que, por el contrario, 

el supervisor del recurrente anotó en el mismo 

formulario que las responsabilidades del señor González 

eran recomendar inversiones y recomendar el retiro de 

fondos para cubrir los subsidios de los programas, 

préstamos de la AFV, emisión de notas y otros. 

De otra parte, en cuanto al Plan de Valoración y 

Retribución de 2012 aplicable a puestos gerenciales y de 

confianza, la Oficial Examinadora determinó que la 

retribución que el recurrente recibió, correspondiente 

al interinato que llevó a cabo como Gerente de 

Planificación y Análisis Financiero, desde el 19 de 

marzo hasta el 30 de mayo de 2012, fue la correcta.  

Ello, pues consideró, en el ejercicio de su discreción 

al evaluar la prueba, que el señor González no presentó 

prueba testifical ni documental que sustentara que 

correspondiese otorgarle una remuneración mayor, por 

concepto del interinato realizado.  En fin, el 

recurrente tampoco puso a este foro en posición de 

resolver de modo contrario. 

Finalmente, la Oficial Examinadora rechazó que la 

AFV actuase de modo patentemente arbitrario al aplicar, 

tanto la Reestructuración Organizacional del 2011 como 

el Plan de Valoración y Retribución de 2012, por lo que 

dio deferencia a dicho ejercicio administrativo.  Más 

aún, concluyó que la evidencia presentada por el señor 

González fue insuficiente para demostrar que realizara 

funciones que no estuviesen incluidas en la 

especificación del puesto de Supervisor de Finanzas y 

Presupuesto que ocupaba.  Tampoco consideró que el 



 
 

 
KLRA202200228 

 

10 

recurrente sufriera un descenso, ni que procediera su 

reclamo por concepto de equidad salarial, debido a que 

nunca hubo otro empleado que realizara un trabajo 

comparable al que este realizaba, y que recibiera una 

compensación superior por dicho concepto. 

Así también, como veremos a continuación, carece de 

méritos el planteamiento de que la AFV erró al llevar a 

cabo un procedimiento adjudicativo al amparo de la 

LPAUG, en contravención a su Reglamento de Personal, el 

cual le privaba de jurisdicción.  Como fundamento, el 

recurrente hizo referencia a la sección 18.2 del 

Reglamento de Personal de la AFV, el cual, según alegó, 

expresamente dispone que un Oficial Examinador no tendrá 

jurisdicción para ventilar querellas o asuntos 

relacionados con la concesión o no concesión de aumentos 

de salario por desempeño o ajustes de salario debido a 

cualquier transacción de personal en el servicio de 

carrera.  Además, que tampoco tendrá jurisdicción para 

ventilar querellas o apelaciones de transacciones 

relacionadas a puestos en el servicio de carrera, 

incluyendo la asignación de clase a escala salarial. 

Sin embargo, como bien señala la AFV en la 

comparecencia escrita presentada ante este foro, el 11 

de diciembre de 2013, previo a la presentación del 

proceso de apelación instada por el señor González, la 

AFV emitió un memorando.  Mediante este, enmendó 

expresamente la referida sección 18.2 de su Reglamento 

de Personal, a los efectos de reconocer la facultad del 

Oficial Examinador para atender este tipo de querellas.  

Consecuentemente, es forzoso concluir que la Oficial 

Examinadora tenía jurisdicción para atender la apelación 

administrativa del recurrente, tal y como lo hizo.  
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IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se CONFIRMA la 

Resolución Enmendada recurrida. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 

 


